
Oposiciones Cuerpo Especial II.PP. 
"preparacion2000@outlook.com" 

 

 
TEMAS EXPONER                                                                                                                               Pág. 1 

 

TEMAS EXPONER    
 
 
 

GESTIÓN PENITENCIARIA  
 
 
- TEMA 3 GESTIÓN PENITENCIARIA (TURNO LIBRE).  

 
LAS SUSPENSIONES Y SUSTITUCIONES DE CONDENAS DE PENAS PRIVATIVAS 
DE LIBERTAD Y REVOCACION. REQUISITOS. REGLAS DE CONDUCTA. 
 
 

- TEMA 3 GESTIÓN PENITENCIARIA (PROMOCIÓN INTERNA).  
 
 A Luis, Fernando y Sagrario les han suspendido la ejecución de sus condenas.  
 -Luis fue condenado a una pena de un año y seis meses de prisión por un delito de robo con 
fuerza en las cosas. 
 -Fernando fue condenado a dos penas de un año y nueve meses de prisión cada una por dos 
delitos de robo con violencia. 
 -Finalmente a Sagrario le condenaron a una pena de cuatro años de prisión por un delito de 
lesiones cometido a causa de su dependencia a las drogas tóxicas. 
 Determinar en cada caso, que requisitos o condiciones tuvieron que cumplir para serle 
suspendidas sus condenas, qué prohibiciones y condiciones se les pudo imponer y cuales serían las 
posibles causas para su posible revocación: 

 
 
La condena condicional en España se regula en el Libro I del Código penal vigente, en sus artículos 80 al 87, 

y sufrió una profunda modificación en su regulación por la Ley Orgánica 1/2015. 
 
Según el artículo 80 del Código penal, los Jueces y Tribunales podrán dejar en suspenso la ejecución de las 

penas privativas de libertad no superiores a dos años cuando sea razonable esperar que la ejecución de la pena no sea 
necesaria para evitar la comisión futura por el penado de nuevos delitos, valorando las circunstancias del delito 
cometido, las circunstancias personales del penado, sus antecedentes, su conducta posterior al hecho, en particular su 
esfuerzo para reparar el daño causado, sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de la 
propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas. 

 
El plazo de suspensión, atendiendo al artículo 81, será de dos a cinco años para las penas privativas de 

libertad no superiores a dos años, y de tres meses a un año para las penas leves, y se fijará por el juez o tribunal, 
atendidos los criterios expresados en el apartado anterior. Dicho plazo de suspensión se computará, según el artículo 
82, desde la fecha de la resolución que la acuerda. Si la suspensión hubiera sido acordada en sentencia, el plazo de la 
suspensión se computará desde la fecha en que aquélla hubiere devenido firme. Nunca se computaría como plazo de 
suspensión aquél en el que el penado se hubiera mantenido en situación de rebeldía. 

 
Serán condiciones necesarias para dejar en suspenso la ejecución de la pena, en base al artículo 80, las 

siguientes: 
1.ª Que el condenado haya delinquido por primera vez. A tal efecto no se tendrán en cuenta las anteriores 

condenas por delitos imprudentes o por delitos leves, ni los antecedentes penales que hayan sido cancelados, o 
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debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el artículo 136. Tampoco se tendrán en cuenta los antecedentes penales 
correspondientes a delitos que, por su naturaleza o circunstancias, carezcan de relevancia para valorar la probabilidad 
de comisión de delitos futuros. 

2.ª Que la pena o la suma de las impuestas no sea superior a dos años, sin incluir en tal cómputo la derivada 
del impago de la multa. 

3.ª Que se hayan satisfecho las responsabilidades civiles que se hubieren originado y se haya hecho efectivo 
el decomiso acordado en sentencia conforme al artículo 127. Este requisito se entenderá cumplido cuando el penado 
asuma el compromiso de satisfacer las responsabilidades civiles de acuerdo a su capacidad económica y de facilitar 
el decomiso acordado, y sea razonable esperar que el mismo será cumplido en el plazo prudencial que el juez o 
tribunal determine. El juez o tribunal, en atención al alcance de la responsabilidad civil y al impacto social del delito, 
podrá solicitar las garantías que considere convenientes para asegurar su cumplimiento. 

 
Excepcionalmente, siempre que no se trate de reos habituales, aunque no concurran las condiciones 1.ª y 2.ª 

anteriores, podrá acordarse la suspensión de las penas de prisión que individualmente no excedan de dos años cuando 
las circunstancias personales del reo, la naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el 
daño causado, así lo aconsejen, condicionándose a la reparación efectiva del daño o la indemnización del perjuicio 
causado conforme a sus posibilidades físicas y económicas, o al cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes 
en virtud de mediación. Asimismo, se impondrá siempre una de las medidas a que se refieren los numerales 2.ª o 3.ª 
del articulo 84 (pago de la multa o realización de trabajos en beneficio de la comunidad), con una extensión que no 
podrá ser inferior a la que resulte de aplicar los criterios de conversión fijados en el mismo sobre un quinto de la 
pena impuesta. 

 
Si el penado esté aquejado de una enfermedad muy grave con padecimientos incurables, los jueces y 

tribunales podrán otorgar la suspensión de cualquier pena impuesta sin sujeción a requisito alguno, salvo que en el 
momento de la comisión del delito tuviera ya otra pena suspendida por el mismo motivo 

 
Aun cuando no concurran las condiciones 1.ª y 2.ª previstas anteriormente (delinquir por primera vez y pena 

no superior a dos años), el juez o tribunal, atendiendo al artículo 80 en su nueva redacción tras la Ley Orgánica 
1/2015, podrá acordar la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad no superiores a cinco años de 
los penados que hubiesen cometido el hecho delictivo a causa de su dependencia de las sustancias señaladas en el 
artículo 20, 2 (bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan 
efectos análogos) siempre que se certifique suficientemente, por centro o servicio público o privado debidamente 
acreditado u homologado, que el condenado se encuentra deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin en el 
momento de decidir sobre la suspensión. Se podrá ordenar por el juez o tribunal la realización de las comprobaciones 
necesarias para verificar el cumplimiento de los requisitos anteriores. En el caso de que el condenado se halle 
sometido a tratamiento de deshabituación, también se condicionará la suspensión de la ejecución de la pena a que no 
abandone el tratamiento hasta su finalización, no entendiéndose como abandono las recaídas en el tratamiento si 
estas no evidencian un abandono definitivo del tratamiento de deshabituación. En estos casos el plazo de suspensión 
será de tres a cinco años 

 
En los delitos que sólo pueden ser perseguidos previa denuncia o querella del ofendido, los jueces y 

tribunales, antes de conceder los beneficios de la suspensión de la ejecución de la pena, oirán al ofendido y, en su 
caso, a quien le represente. 

 
Sobre la suspensión de la ejecución de la pena, en base al artículo 82, el juez o tribunal resolverá en 

sentencia siempre que ello resulte posible o se pronunciará con la mayor urgencia una vez declarada la firmeza de la 
sentencia, previa audiencia a las partes. 

 
El juez o tribunal, atendiendo al artículo 83, podrá condicionar la suspensión al cumplimiento de las 

siguientes prohibiciones y deberes cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de comisión de nuevos delitos, 
sin que puedan imponerse deberes y obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados: 

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras personas que se determine 
por el juez o tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o a otros lugares habitualmente frecuentados por 
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ellos, o de comunicar con los mismos por cualquier medio. La imposición de esta prohibición será siempre 
comunicada a las personas con relación a las cuales sea acordada. 

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros de un grupo determinado, 
cuando existan indicios que permitan suponer fundadamente que tales sujetos pueden facilitarle la ocasión para 
cometer nuevos delitos o incitarle a hacerlo. 

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de abandonarlo o ausentarse 
temporalmente sin autorización del juez o tribunal. 

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando en ellos pueda encontrar la 
ocasión o motivo para cometer nuevos delitos. 

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante el juez o tribunal, dependencias 
policiales o servicio de la administración que se determine, para informar de sus actividades y justificarlas. 

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de defensa del medio 
ambiente, de protección de los animales, de igualdad de trato y no discriminación, resolución pacífica de conflictos, 
parentalidad positiva y otros similares. 

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de alcohol, drogas tóxicas o sustancias 
estupefacientes, o de tratamiento de otros comportamientos adictivos. 

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos tecnológicos que 
condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación previa de las condiciones físicas del conductor, 
cuando el sujeto haya sido condenado por un delito contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para 
prevenir la posible comisión de nuevos delitos. 

9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la rehabilitación social del 
penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten contra su dignidad como persona. 

 
Se impondrán siempre las prohibiciones y deberes indicados en las reglas 1.ª, 4.ª y 6.ª cuando se trate de 

delitos cometidos sobre la mujer por quien sea o haya sido su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella 
por una relación similar de afectividad, aun sin convivencia. 

 
La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes de las reglas 1.ª, 2.ª, 3.ª, o 4.ª anteriores, será 

comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, que velarán por su cumplimiento. Cualquier posible 
quebrantamiento o circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura 
de nuevos delitos, será inmediatamente comunicada al Ministerio Fiscal y al juez o tribunal de ejecución. 

 
Corresponderá el control del cumplimiento de los deberes a que se refieren las reglas 6.ª, 7.ª y 8.ª a los 

servicios de gestión de penas y medidas alternativas de la Administración penitenciaria, los cuales informarán al juez 
o tribunal de ejecución sobre el cumplimiento con una periodicidad al menos trimestral, en el caso de las reglas 6.ª y 
8.ª, y semestral, en el caso de la 7.ª y, en todo caso, a su conclusión. Asimismo, informarán inmediatamente de 
cualquier circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura de 
nuevos delitos, así como de los incumplimientos de la obligación impuesta o de su cumplimiento efectivo. 

 
También se podrá condicionar la suspensión de la ejecución de la pena por el juez o tribunal, atendiendo al 

artículo 84 siempre tras la nueva redacción dada por la Ley Orgánica 1/2015, al cumplimiento de alguna o algunas de 
las siguientes prestaciones o medidas: 

1.ª El cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación. 
2.ª El pago de una multa, cuya extensión determinarán el juez o tribunal en atención a las circunstancias del 

caso, que no podrá ser superior a la que resultase de aplicar dos cuotas de multa por cada día de prisión sobre un 
límite máximo de dos tercios de su duración. 

3.ª La realización de trabajos en beneficio de la comunidad, especialmente cuando resulte adecuado como 
forma de reparación simbólica a la vista de las circunstancias del hecho y del autor. La duración de esta prestación de 
trabajos se determinará por el juez o tribunal en atención a las circunstancias del caso, sin que pueda exceder de la 
que resulte de computar un día de trabajos por cada día de prisión sobre un límite máximo de dos tercios de su 
duración. 

 
El pago de la multa a que se refiere la medida antes referida solamente podrá imponerse si se hubiera tratado 

de un delito cometido sobre la mujer por quien sea o haya sido su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a 
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ella por una relación similar de afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos 
por naturaleza, adopción o afinidad propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, 
curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, cuando conste acreditado que entre ellos no 
existen relaciones económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación, o de la existencia de 
una descendencia común. 

 
El juez o tribunal, durante el tiempo de suspensión de la pena, podrá modificar la decisión que anteriormente 

hubiera adoptado conforme a los artículos 83 y 84, y acordar el alzamiento de todas o alguna de las prohibiciones, 
deberes o prestaciones que hubieran sido acordadas, su modificación o sustitución por otras que resulten menos 
gravosas, a la vista de la posible modificación de las circunstancias valoradas. 

 
Se revocará la suspensión y se ordenará la ejecución de la pena, según el artículo 86, cuando el penado: 
a) Sea condenado por un delito cometido durante el período de suspensión y ello ponga de manifiesto que la 

expectativa en la que se fundaba la decisión de suspensión adoptada ya no puede ser mantenida. 
b) Incumpla de forma grave o reiterada las prohibiciones y deberes que le hubieran sido impuestos conforme 

al artículo 83, o se sustraiga al control de los servicios de gestión de penas y medidas alternativas de la 
Administración penitenciaria. 

c) Incumpla de forma grave o reiterada las condiciones que, para la suspensión, hubieran sido impuestas 
conforme al artículo 84. 

d) Facilite información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u objetos cuyo decomiso hubiera 
sido acordado; no dé cumplimiento al compromiso de pago de las responsabilidades civiles a que hubiera sido 
condenado, salvo que careciera de capacidad económica para ello; o facilite información inexacta o insuficiente 
sobre su patrimonio, incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 
En el supuesto de que el incumplimiento de las prohibiciones, deberes o condiciones no hubiera tenido 

carácter grave o reiterado, el juez o tribunal podrá, atendiendo a dicho artículo 86: 
a) Imponer al penado nuevas prohibiciones, deberes o condiciones, o modificar las ya impuestas. 
b) Prorrogar el plazo de suspensión, sin que en ningún caso pueda exceder de la mitad de la duración del que 

hubiera sido inicialmente fijado. 
 
En el caso de revocación de la suspensión, el juez o tribunal abonará a la pena los pagos de multas y la 

prestación de trabajos que hubieran sido realizados o cumplidos  
 
En todos los casos anteriores, el juez o tribunal resolverá después de haber oído al Fiscal y a las demás 

partes. Sin embargo, podrá revocar la suspensión de la ejecución de la pena y ordenar el ingreso inmediato del 
penado en prisión cuando resulte imprescindible para evitar el riesgo de reiteración delictiva, el riesgo de huida del 
penado o asegurar la protección de la víctima. 

 
El Juez o Tribunal acordará la remisión de la pena, según el artículo 87 del Código penal, si transcurre el 

plazo de suspensión fijado sin haber cometido el sujeto un delito que ponga de manifiesto que la expectativa en la 
que se fundaba la decisión de suspensión adoptada ya no puede ser mantenida, y cumplidas de forma suficiente las 
reglas de conducta fijadas por el juez o tribunal. En el supuesto de suspensión de los que hubiesen cometido el hecho 
delictivo a causa de su dependencia, para acordar la remisión de la pena que hubiera sido suspendida deberá 
acreditarse la deshabituación del sujeto o la continuidad del tratamiento. De lo contrario, el juez o tribunal ordenará 
su cumplimiento, salvo que, oídos los informes correspondientes, estime necesaria la continuación del tratamiento; 
en tal caso podrá conceder razonadamente una prórroga del plazo de suspensión por tiempo no superior a dos años. 

 
Por otro lado, el vigente Código penal, en su artículo 4, prevé la posibilidad de suspensión de la ejecución de 

la condena si mediara petición de indulto. Dicha suspensión puede concederse en dos supuestos distintos:  
- Cuando el cumplimiento de la pena pueda vulnerar el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (para 

los casos en los que el momento de la ejecución de la pena quede distanciado del de la comisión del hecho delictivo 
por el motivo que sea).  
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- Cuando de ser ejecutada la sentencia, la finalidad del indulto pudiera resultar ilusoria (la concesión es 
lógica para evitar la contradicción que supondría el que llegase el otorgamiento de un indulto cuando la pena ya 
estuviese cumplida o en vías de cumplimiento, provocando la prematura ejecución de la misma). 

 
Otro caso de suspensión de condena es el que puede acordar el Juez de Vigilancia en base al artículo 60 del 

Código penal, si después de pronunciada sentencia firme, se aprecia en el penado una situación duradera de trastorno 
mental grave que le impide conocer el sentido de la pena, garantizándose que reciba la asistencia médica precisa. 
Restablecida la salud mental, el reo cumplirá la sentencia sin perjuicio de que el Juez "por razones de equidad" pueda 
reducir su duración o aún darla por extinguida del todo en la medida en que el cumplimiento de la pena resulte 
innecesario o contraproducente. 

 
 
 

 

ORGANIZACIÓN DEL ESTADO Y UNIÓN EUROPEA 
 

 
 

TEMA 6 ORG. ESTADO Y UNIÓN EUROPEA. 
 
LA SECRETARIA GENERAL DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS: 
ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS. 
 
 
 La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias ejercerá, respecto de las Unidades dependientes de ella, 
las atribuciones previstas en el artículo 64 de la Ley 40/2015. Especialmente, las relativas al impulso, dirección, 
gestión y supervisión de las Instituciones Penitenciarias a fin de que las penas y medidas penales alcancen los fines 
previstos constitucionalmente. 
 
 Específicamente, le corresponde ejercer las siguientes funciones: 
 a) La dirección superior del ejercicio de las competencias asignadas a la Dirección General de Ejecución 
Penal y Reinserción Social en materia de gestión regimental y tratamental de los centros penitenciarios, medio 
abierto, medidas alternativas y sanidad penitenciaria. 
 b) La función de seguimiento, análisis e inspección sobre los servicios, organismos y centros de la 
Administración Penitenciaria, especialmente en lo que se refiere al personal, procedimientos, instalaciones y 
dotaciones, así como la resolución de las informaciones reservadas y la tramitación de los expedientes disciplinarios 
incoados a los funcionarios y personal laboral destinados en todas sus unidades. 
 c) La coordinación en asuntos de su competencia con los órganos periféricos estatales, con las comunidades 
autónomas y con organismos e instituciones que puedan coadyuvar al mejor cumplimiento de los objetivos y fines de 
la Administración Penitenciaria. 
 d) Dirigir la ordenación de los recursos humanos y la administración y gestión del personal que preste 
servicios en centros y unidades dependientes de la Secretaría General. 
 e) La dirección de la gestión económica y financiera de la Secretaría General, así como las propuestas de 
revisión del Plan de Infraestructuras Penitenciarias y las relaciones con la Sociedad de Infraestructuras y 
Equipamientos Penitenciarios y de la Seguridad del Estado, S.M.E., S.A. 
 f) La planificación y ordenación normativa de las Instituciones Penitenciarias. 
 g) Promover el cumplimiento de los principios y valores institucionales y de la ética profesional del personal 
de la Institución Penitenciaria o que preste sus servicios en ella; impulsar las políticas de igualdad y de prevención 
del acoso sexual o por razón de sexo; respecto del acoso laboral, ejercer las políticas derivadas de la normativa en 
materia de protección de datos, así como la dirección de las relaciones internacionales de la Secretaría General. 
 h) Cualesquiera otras competencias que le atribuya la legislación vigente. 
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 La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias se estructura en la Dirección General de Ejecución 
Penal y Reinserción Social y en los siguientes órganos directivos con nivel orgánico de subdirección general: 
 a) La Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial. 
 b) La Subdirección General de Recursos Humanos. 
 c) La Subdirección General de Planificación y Gestión Económica. 
 d) La Subdirección General de Análisis e Inspección. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial el desarrollo 
de las siguientes funciones: 
 a) La coordinación territorial con los distintos servicios periféricos y la promoción de proyectos de 
colaboración institucional que permitan mejorar el cumplimiento de los fines de la institución penitenciaria. 
 b) La coordinación y seguimiento de fórmulas de colaboración y cooperación institucional con 
organizaciones, entidades, instituciones y otros Departamentos en materias de ejecución de penas de competencia de 
la Secretaría General. 
 c) Las relaciones institucionales y la coordinación con los órganos periféricos de la Administración General 
del Estado, las comunidades autónomas, las provincias y los demás entes territoriales. 
 d) La coordinación de las relaciones, comunicaciones e informes con el Defensor del Pueblo, las Cortes 
Generales y en materia de transparencia, así como la emisión de informes sobre anteproyectos y proyectos 
normativos. 
 e) La coordinación de la actividad estadística de la Secretaría General, así como la organización y dirección 
de la biblioteca y el archivo histórico de la Secretaría General. 
 f) Las labores de apoyo y asistencia a la persona titular de la Secretaría General, así como cuantas otras 
tareas y cometidos complementarios que le sean encomendadas por esta. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Recursos Humanos el desarrollo de las siguientes funciones: 
 a) La ordenación de los recursos humanos y la administración y gestión del personal que preste servicio en 
los centros y servicios dependientes de la Secretaría General. 
 b) La elaboración de previsiones de necesidades de personal y gasto para atenderlas, la elaboración y 
propuesta de modificación de las relaciones de puestos de trabajo, así como la realización de las actuaciones 
administrativas necesarias para posibilitar la selección del personal y la provisión de puestos de trabajo. Esta labor se 
llevará a cabo de modo coordinado con la Entidad de Derecho Público Trabajo Penitenciario y Formación para el 
Empleo en el ámbito de su competencia, a cuyo efecto se establecerán los oportunos mecanismos de coordinación, 
con el fin de lograr la máxima racionalidad en el empleo de los recursos humanos. 
 c) La formación y perfeccionamiento del personal perteneciente a los Cuerpos Penitenciarios adscritos a la 
Secretaría General. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Planificación y Gestión Económica el desarrollo de las siguientes 
funciones: 
 a) La ejecución del presupuesto de gastos y la preparación y tramitación de los expedientes de contratación 
que sean de la competencia de la Secretaría General. 
 b) La administración y gestión patrimonial de los inmuebles y equipamientos adscritos a la Secretaría 
General, así como de todos los medios materiales asignados a ésta. 
 c) La evaluación de las necesidades de actuación en materia de mantenimiento y mejora de las 
infraestructuras y de los equipamientos, y la ejecución y el seguimiento de los programas y proyectos que 
correspondan. 
 d) El apoyo técnico para la ejecución o puesta en funcionamiento de las actuaciones comprendidas en el Plan 
de Infraestructuras Penitenciarias, y la realización de todos los informes y controles técnicos precisos para el 
mantenimiento adecuado de las instalaciones penitenciarias. 
 e) La elaboración y aplicación de los planes informáticos, en colaboración con las distintas unidades; el 
diseño, programación, implantación y mantenimiento de las aplicaciones informáticas y de las infraestructuras de 
información y comunicaciones, así como la asistencia técnica a los usuarios de los recursos informáticos y ofimáticos 
de la Secretaria General. 
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 f) El desarrollo, implantación y mantenimiento de los recursos, aplicativos y soportes informáticos 
necesarios para las personas privadas de libertad, así como la asistencia necesaria en esta materia, en coordinación 
con la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social. 
 g) La implantación y seguimiento de los proyectos de innovación tecnológica. Esta labor se coordinará con la 
realizada por la entidad de derecho público Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo en el ámbito de su 
competencia. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Análisis e Inspección el desarrollo de las siguientes funciones:  
 a) El seguimiento y evaluación de los resultados de las actividades penitenciarias que conlleva la ejecución 
penal 
 b) La función inspectora sobre los servicios, organismos y centros de la Administración Penitenciaria, 
especialmente en lo que se refiere al personal, procedimientos, instalaciones y dotaciones 
 c) La tramitación de las informaciones reservadas y de los expedientes disciplinarios incoados a los 
funcionarios y personal laboral destinados en todas sus Unidades. 
 d) La tramitación de los expedientes de responsabilidad patrimonial que afecten a la Administración 
Penitenciaria. 
 e) La atención y resolución de las quejas y reclamaciones de los internos relativos al funcionamiento y 
actuación de los servicios penitenciarios. 
 
 Se adscribe a la Secretaría General la Entidad de Derecho Público Trabajo Penitenciario y Formación para el 
Empleo, que ejercerá sus funciones de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 122/2015, de 27 de febrero, por el 
que se aprueba su estatuto. Corresponde al titular de la Secretaría General la presidencia de la entidad. 
 
 Corresponde a la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social: 
 a) La dirección de las instituciones penitenciarias en lo relativo a la ejecución penal y reinserción social, así 
como las medidas de seguridad privativas de libertad y de la medida de seguridad de libertad vigilada de 
cumplimiento posterior a una pena privativa de libertad. 
 b) La dirección de la política penitenciaria vinculada a la ejecución de las penas y medidas privativas de 
libertad en sus diferentes modalidades, en relación con el régimen penitenciario de los centros, así como con la 
observación, clasificación, destino y tratamiento de los internos. De igual modo, la determinación de las políticas de 
formación, educación, culturales, deportivas dirigidas a la población reclusa. 
 c) Garantizar la seguridad de los centros penitenciarios y la consecución de un clima de respeto y 
convivencia en los centros. 
 d) La determinación de las actuaciones encaminadas al desarrollo de la acción social a internos y liberados 
condicionales, así como a la ejecución de las penas y medidas alternativas que sean de la competencia de la 
Administración Penitenciaria. 
 e) La dirección de las actividades tendentes al mantenimiento y mejora de la higiene y la salud en el medio 
penitenciario. 
 f) La dirección de las actuaciones en la prestación de los servicios en materia de ejecución penal y en materia 
de seguridad entre los órganos centrales y periféricos del Departamento, sin perjuicio de las competencias de otras 
unidades de la Secretaría General. 
 g) El diseño, impulso y coordinación de los programas de intervención dirigidos a las personas privadas de 
libertad. 
 h) Aquellas otras tareas que en el ámbito de sus competencias le sean encomendadas por la persona titular de 
la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 
 
 La Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social está integrada por los siguientes órganos 
directivos con nivel orgánico de subdirección general: 
 a) La Subdirección General de Medio Abierto y de Penas y Medidas Alternativas. 
 b) La Subdirección General de Sanidad Penitenciaria. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Medio Abierto y de Penas y Medidas Alternativas: 
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 a) La gestión, coordinación y seguimiento de la pena de trabajo en beneficio de la comunidad, de la 
suspensión de la ejecución de penas privativas de libertad y de la libertad condicional, la libertad vigilada de 
cumplimiento posterior a una pena privativa de libertad, así como la acción social penitenciaria. 
 b) El seguimiento y supervisión de los internos cuando pasen a cumplir condena bajo el régimen abierto, la 
coordinación de los Centros de Inserción social y Secciones Abiertas, Unidades Dependientes y medidas de control 
telemático. Igualmente será competente en el diseño, implantación, seguimiento y evaluación de los programas de 
intervención y tratamiento destinados a los internos en régimen abierto. 
 
 Corresponde a la Subdirección General de Sanidad Penitenciaria, en especial: 
 a) La gestión, coordinación y seguimiento de las actividades de mantenimiento y mejora de la higiene y 
salud en el medio penitenciario. 
 b) El establecimiento de sistemas de información sanitaria y de vigilancia epidemiológica de las 
enfermedades prevalentes en el medio penitenciario. 
 c) La prevención y tratamiento de las drogodependencias en el ámbito penitenciario, en coordinación en el 
ámbito de intervención tratamental con las unidades de tratamiento y gestión dependientes de la Dirección General. 
 d) Las competencias respecto a la elaboración y ejecución de programas específicos destinados a la 
rehabilitación y reinserción de este tipo de internos en coordinación con las unidades de tratamiento y gestión 
dependientes de la Dirección General. 

 


